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aditivos que aseguren su correcto hidrofugado u otras soluciones
idóneas. Se mantendrán todas las instalaciones en buen estado de
conservación, evitando o corrigiendo cualquier alteración que
pueda reducir sus condiciones de seguridad, estanqueidad o capa-
cidad de almacenamiento.

j) Producción de olores y molestias.– Con el fin de atenuar la pro-
ducción de olores molestos y reducir su dispersión, se utilizarán
aquellas tecnologías disponibles económicamente viables que sean
de aplicación, tales como adición de superfosfato a las camas, ente-
rrado inmediato del estiércol tras su distribución al terreno o puesta
en práctica de otras medidas que incluya al efecto el citado Catálo-
go de Buenas Prácticas Agrarias de Castilla y León. Los estiércoles
deberán gestionarse de forma que no se conviertan en foco de proli-
feración de insectos y roedores. Se respetarán en cuanto al esterco-
lado los días festivos y las distancias prudenciales a zonas sensibles
y lugares habitados que se especifiquen en la normativa al efecto. El
transporte de estiércoles se efectuará, siempre que sea posible, por el
exterior de los núcleos urbanos, salvo que se utilice un sistema de
transporte suficientemente estanco e inodoro.

k) Protección de las aguas.– La red de pluviales deberá recoger úni-
camente aguas pluviales limpias procedentes de las bajantes de las
naves, sin incorporación de otro tipo de efluentes y no deberá
incorporar en ningún caso lixiviados o residuos ganaderos proce-
dentes del resto de las instalaciones. En ningún caso se realizarán
vertidos directos de efluentes sin tratar a las aguas superficiales, ni
a los terrenos próximos a ellas, colindantes o no, cuando así esté
regulado o sea previsible que por escorrentía o infiltración pudie-
ran contaminarse dichas aguas o los acuíferos subterráneos; en
consecuencia, tampoco podrán efectuarse estercolados en la proxi-
midad o en el perímetro de protección de humedales y lagunas,
canales, pozos, sondeos y cauces. Deberá cumplirse lo establecido
al efecto en el Reglamento del Dominio Público Hidráulico.

1) Protección de la fauna.– Con el fin de disminuir el riesgo de elec-
trocución de aves, en caso de instalación o modificación de línea
eléctrica aérea de alta tensión, se evitarán los elementos no aisla-
dos en tensión por encima de las crucetas y cabeceras de los apo-
yos, recurriéndose a la colocación de aisladores en suspensión en
los apoyos de alineación.

m) Eliminación de cadáveres.– Deberá recurrirse a la utilización de
algún sistema autorizado, incineración o transformación en planta
de tratamiento, que cumpla lo establecido en el Reglamento (CE)
n.º 1774/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo de 3 de octu-
bre de 2002 por el que se establecen las normas sanitarias aplica-
bles a los subproductos animales no destinados al consumo humano
en cualquier otra normativa aplicable.

n) Otros residuos.– El promotor deberá concertar con gestores auto-
rizados un sistema de recogida selectiva y retirada de los produc-
tos de desecho procedentes de los tratamientos, así como de cual-
quier otro residuo generado en la granja, cuando así esté regulado.
Los residuos generados durante la fase de construcción deberán
también ser gestionados conforme a lo exigido por la normativa
vigente.

o) Análisis periódicos.– Deberán realizarse análisis de los estiércoles,
de las aguas residuales y de los terrenos estercolados y cauces pró-
ximos, así como del agua de las captaciones propias o ajenas que
radiquen en las proximidades, en la forma y momentos que deter-
mine el órgano competente.

p) Integración paisajística.– Los acabados exteriores de cubiertas,
cerramientos y silos presentarán tonalidades cromáticas acordes
con las características del entorno y las tradiciones locales, prefe-
rentemente rojizas para las cubiertas y ocres o terrosas para los
paramentos, dando preferencia a los acabados mates sobre los bri-
llantes o metalizados y cumpliendo en todo caso lo previsto al
efecto en la normativa urbanística vigente. Las instalaciones exis-
tentes se adaptarán a lo anterior a medida que su renovación o
mantenimiento lo permitan.

q) Vías pecuarias.– Se evitará la afección al Cordel Cañada Real, cla-
sificado con una anchura de 20,89 m. y colindante con la parcela,
tanto guardando las distancias establecidas en la normativa secto-
rial como poniendo en práctica las medidas que el Servicio Terri-
torial de Medio Ambiente imponga en la autorización previa para
otras afecciones.

r) Contaminación lumínica.– Las luminarias que se instalen en el exte-
rior de las edificaciones deberán estar dotadas de pantallas que eviten
las emisiones luminosas directas por encima de la horizontal.

s) Cese de actividad.– Si por cualquier causa cesara la actividad, de
forma temporal o permanente, se evacuarán los estiércoles y
demás residuos existentes en las instalaciones y se gestionarán
correctamente, según lo establecido en esta Declaración y en la
normativa vigente que sea de aplicación.

3.– Programa de vigilancia ambiental.– Se complementará el progra-
ma de vigilancia ambiental contenido en el Estudio de Impacto Ambien-
tal de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta
Declaración, y facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas, de
acuerdo con lo previsto en el artículo 11 del Reglamento de Evaluación
de Impacto Ambiental aprobado por Real Decreto 1131/1988, de 30 de
septiembre.

4.– Integración ambiental del proyecto.– Se incorporarán al Proyecto
de Construcción el diseño y definición detallada de las medidas protecto-
ras propuestas en el Estudio de Impacto Ambiental, así como todas aque-
llas que deban articularse para el cumplimiento de las condiciones expre-
sadas en la presente Declaración.

5.– Modificaciones.– Toda modificación significativa que pretenda
introducirse sobre las características de la granja o explotación proyectada,
deberá ser notificada previamente al Servicio Territorial de Medio
Ambiente, para su informe y elevación a la Delegación Territorial de la
Junta de Castilla y León, que prestará su conformidad si procede, sin per-
juicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso corres-
pondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambienta-
les, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas
protectoras de esta Declaración, así como el incremento voluntario de la
capacidad del estercolero.

6.– Protección del patrimonio.– Si en el transcurso de las obras apa-
reciesen restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, se paralizarán
las obras en la zona afectada, procediendo el Promotor a ponerlo en cono-
cimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en
Ávila, que dictará las normas de actuación que procedan.

7.– Informes periódicos.– Deberá presentarse anualmente, desde la
fecha de esta Declaración, un informe sobre el desarrollo del Programa
de Vigilancia Ambiental y sobre el grado de cumplimiento y eficacia de
las medidas protectoras de esta Declaración y del Estudio de Impacto
Ambiental, al Servicio Territorial de Medio Ambiente.

8.– Seguimiento y vigilancia.– El seguimiento y vigilancia del cum-
plimiento de lo establecido en esta Declaración de Impacto Ambiental
corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, faculta-
dos para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de
la alta inspección que se atribuye a la Consejería de Medio Ambiente
como órgano ambiental, que podrá recabar información de aquéllos al
respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a
verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

CONSEJERÍA DE SANIDAD

RESOLUCIÓN de 29 de julio de 2008, de la Dirección General de
Salud Pública e Investigación, Desarrollo e Innovación de la Con-
sejería de Sanidad, por la que se acuerda la iniciación del procedi-
miento para la autorización de un botiquín farmacéutico en el
municipio de Amusco (Palencia).

La asunción de competencias en materia de ordenación farmacéutica
por la Comunidad de Castilla y León, tras la aprobación de la Ley Orgá-
nica 11/1994, de 24 de marzo, de reforma de su Estatuto de Autonomía,
posteriormente reformada por Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviem-
bre, amparó la promulgación de diversas normas, fundamentalmente de
la Ley 13/2001, de 20 de diciembre, de Ordenación Farmacéutica de la
Comunidad de Castilla y León cuyo objeto es establecer la regulación y
ordenación farmacéutica que debe prestarse a los ciudadanos en la
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Comunidad de Castilla y León, respetando la legislación básica estatal
contenida, entre otras, en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sani-
dad y en la Ley 29/2006, de 26 de julio, de Garantías y Uso Racional de
los Medicamentos y Productos Sanitarios.

Desde este enfoque normativo, se establece que el fin fundamental de
la planificación farmacéutica es procurar a la población un acceso al
medicamento ágil y rápido, con las suficientes garantías de control e
información al usuario por ello el Art. 3 de la citada Ley de Ordenación
Farmacéutica señala los niveles de la atención farmacéutica, encontrán-
dose los botiquines en el nivel de atención primaria.

El mandato legal de acometer la regulación reglamentaria de los boti-
quines prevista en el Capítulo Segundo del Título Tercero de la citada Ley
13/2001, de 20 de diciembre, se ha llevado a cabo mediante el Decreto
95/2003, de 21 de agosto, por el que se establece el procedimiento de
autorización, condiciones y régimen de funcionamiento de los Botiquines
en la Comunidad de Castilla y León.

La Disposición Adicional Primera del referido Decreto 95/2003 dis-
pone que la Consejería de Sanidad en los casos de cierre de la única ofi-
cina de farmacia existente en un municipio, y siempre que tal cierre se
produzca como consecuencia de lo previsto en el Art. 21.2 de la Ley
13/2001, de Ordenación Farmacéutica de la Comunidad de Castilla y
León, podrá iniciar las actuaciones tendentes a la adscripción de los boti-
quines, una vez que se haya autorizado la instalación de la nueva oficina
de farmacia al farmacéutico adjudicatario que deba proceder a la clausu-
ra de la oficina de farmacia de la que era titular.

En su virtud y en el ejercicio de las atribuciones que me confiere el
Decreto 95/2003, de 21 de agosto,

ACUERDO:

Primero.– Iniciar el procedimiento de autorización de un botiquín en
el municipio de Amusco, perteneciente a la Zona Farmacéutica Rural de
Frómista, provincia de Palencia, por el cierre de la única oficina de far-
macia de este municipio, debido a que la titular de la misma ha resultado
adjudicataria de otra oficina de farmacia en la Comunidad de Castilla y
León.

Podrán participar en este procedimiento los farmacéuticos titulares de
oficina de farmacia, presentando sus solicitudes en el plazo de 15 días natu-
rales desde la publicación de la presente Resolución en el «B.O.C. y L.».

La adjudicación del botiquín entre los solicitantes se efectuará con-
forme a los criterios establecidos en el artículo 4 del Decreto 95/2003, de
21 de mayo. En el supuesto de que los solicitantes no reúnan los requisi-
tos legalmente establecidos o no se presenten solicitudes, se vinculará el
botiquín a la oficina de farmacia más próxima que cumpla con los crite-
rios indicados.

Segundo.– La propuesta de autorización del botiquín se notificará a
todos los farmacéuticos solicitantes y se publicará en el tablón de anun-
cios del Servicio Territorial de Sanidad de la provincia de Palencia,
abriéndose un plazo de 20 días naturales para la presentación de las ale-
gaciones oportunas.

Tercero.– Transcurrido el plazo de presentación de alegaciones se
requerirá al farmacéutico titular de la oficina de farmacia a la que se vaya
a vincular el botiquín, para que en el plazo de un mes presente la docu-
mentación que se detalla en el artículo 7 del referido Decreto 95/2003.

Cuarto.– Contra la presente Resolución que no agota la vía adminis-
trativa, podrá interponerse recurso de alzada ante el Excmo. Sr. Conseje-
ro de Sanidad en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de
su publicación en el «B.O.C. y L.», que podrá presentarse en la sede de
la Consejería de Sanidad sita en Paseo de Zorrilla, n.º 1 de Valladolid o
en cualquiera de las formas y lugares de los previstos en el Art. 38 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Valladolid, 29 de julio de 2008.

El Director General de Salud Pública 
e Investigación, Desarrollo e Innovación, 

Fdo.: JOSÉ JAVIER CASTRODEZA SANZ

RESOLUCIÓN de 29 de julio de 2008, de la Dirección General de
Salud Pública e Investigación, Desarrollo e Innovación de la Con-
sejería de Sanidad, por la que se acuerda la iniciación del procedi-
miento para la autorización de un botiquín farmacéutico en el
municipio de Cantaracillo (Salamanca).

La asunción de competencias en materia de ordenación farmacéutica
por la Comunidad de Castilla y León, tras la aprobación de la Ley Orgá-
nica 11/1994, de 24 de marzo, de reforma de su Estatuto de Autonomía,
posteriormente reformada por Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviem-
bre, amparó la promulgación de diversas normas, fundamentalmente de
la Ley 13/2001, de 20 de diciembre, de Ordenación Farmacéutica de la
Comunidad de Castilla y León cuyo objeto es establecer la regulación y
ordenación farmacéutica que debe prestarse a los ciudadanos en la Comu-
nidad de Castilla y León, respetando la legislación básica estatal conteni-
da, entre otras, en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad y
en la Ley 29/2006, de 26 de julio, de Garantías y Uso Racional de los Medi-
camentos y Productos Sanitarios.

Desde este enfoque normativo, se establece que el fin fundamental de
la planificación farmacéutica es procurar a la población un acceso al
medicamento ágil y rápido, con las suficientes garantías de control e
información al usuario por ello el Art. 3 de la citada Ley de Ordenación
Farmacéutica señala los niveles de la atención farmacéutica, encontrán-
dose los botiquines en el nivel de atención primaria.

El mandato legal de acometer la regulación reglamentaria de los boti-
quines prevista en el Capítulo Segundo del Título Tercero de la citada Ley
13/2001, de 20 de diciembre, se ha llevado a cabo mediante el Decreto
95/2003, de 21 de agosto, por el que se establece el procedimiento de
autorización, condiciones y régimen de funcionamiento de los Botiquines
en la Comunidad de Castilla y León.

La Disposición Adicional Primera del referido Decreto 95/2003 dis-
pone que la Consejería de Sanidad en los casos de cierre de la única ofi-
cina de farmacia existente en un municipio, y siempre que tal cierre se
produzca como consecuencia de lo previsto en el Art. 21.2 de la Ley
13/2001, de Ordenación Farmacéutica de la Comunidad de Castilla y
León, podrá iniciar las actuaciones tendentes a la adscripción de los boti-
quines, una vez que se haya autorizado la instalación de la nueva oficina
de farmacia al farmacéutico adjudicatario que deba proceder a la clausu-
ra de la oficina de farmacia de la que era titular.

En su virtud y en el ejercicio de las atribuciones que me confiere el
Decreto 95/2003, de 21 de agosto,

ACUERDO:

Primero.– Iniciar el procedimiento de autorización de un botiquín en
el municipio de Cantaracillo, perteneciente a la Zona Farmacéutica Rural
de Peñaranda de Bracamonte Rural, provincia de Salamanca, por el cie-
rre de la única oficina de farmacia de este municipio, debido a que la titu-
lar de la misma ha resultado adjudicataria de otra oficina de farmacia en
la Comunidad de Castilla y León.

Podrán participar en este procedimiento los farmacéuticos titulares de
oficina de farmacia, presentando sus solicitudes en el plazo de 15 días natu-
rales desde la publicación de la presente Resolución en el «B.O.C. y L.».

La adjudicación del botiquín entre los solicitantes se efectuará con-
forme a los criterios establecidos en el artículo 4 del Decreto 95/2003, de
21 de mayo. En el supuesto de que los solicitantes no reúnan los requisi-
tos legalmente establecidos o no se presenten solicitudes, se vinculará el
botiquín a la oficina de farmacia más próxima que cumpla con los crite-
rios indicados.

Segundo.– La propuesta de autorización del botiquín se notificará a
todos los farmacéuticos solicitantes y se publicará en el tablón de anun-
cios del Servicio Territorial de Sanidad de la provincia de Salamanca,
abriéndose un plazo de 20 días naturales para la presentación de las ale-
gaciones oportunas.

Tercero.– Transcurrido el plazo de presentación de alegaciones se
requerirá al farmacéutico titular de la oficina de farmacia a la que se vaya
a vincular el botiquín, para que en el plazo de un mes presente la docu-
mentación que se detalla en el artículo 7 del referido Decreto 95/2003.


